Expte: 102.891
Fojas: 71
 
            En Mendoza, a veintisiete días del mes de Julio de año dos mil doce, reunida la Sala Primera de la Excma. Suprema Corte de Justicia, en acuerdo ordinario, tomó en consideración para dictar sentencia definitiva la causa n° 102.891, caratulada: “FRAZ-ZETTA JORGE ANTONIO EN J° 119.038/43.337 FRAZZETA JORGE ANTO-NIO C/ LIBERTAD S.A. P/ ORD. S/ INC. CAS.”

            De conformidad con lo dispuesto por los artículos 140 y 141 del C.P.C. y te-niendo en cuenta las facultades conferidas por Acordada n° 5845, en el acto del acuerdo, quedó establecido el siguiente orden de estudio en la causa para el tratamiento de las cuestiones por el Tribunal: primero: DR. JORGE H. NANCLARES; segundo: DR. ALEJANDRO PEREZ HUALDE; tercero: DR. FERNANDO ROMANO.

            ANTECEDENTES:

            El Sr. Jorge Antonio Frazzetta, por intermedio de apoderado, deduce recursos extraordinarios de  Inconstitucionalidad  y Casación contra la sentencia dictada por la Primera Cámara de Apelaciones en lo Civil, Comercial y Minas, de Paz y  Tributario de la Primera  Circunscripción Judicial, a fs. 236/237 de los autos N° 119.038/49.337, cara-tulados: “FRAZZETTA JORGE ANTONIO C / LIBERTAD S.A. P/ORDINARIO”.

            A fs. 33 se admiten formalmente los recursos interpuestos, ordenándose correr  traslado a la contraria, el que  fue contestado  a fs. 37/38 vta. y 48/51, solicitándose su rechazo.

           A fs. 55/57 vta. y 59/60  obra el dictamen del Sr. Procurador General por el que se aconseja el rechazo  de los recursos deducidos.

            Llamados los autos al acuerdo para sentencia, se deja constancia  del orden de estudio en la causa por parte de los Sres. Ministros del Tribunal.

            De conformidad con lo establecido en el art. 160 de la Constitución de la Provin-cia, esta Sala se plantea las siguientes cuestiones a resolver:

            PRIMERA CUESTION: ¿Son procedentes los recursos de Inconstitucionalidad y Casación interpuestos?

            SEGUNDA CUESTION: En su caso, ¿qué solución corresponde?

            TERCERA CUESTION: Costas.

A LA PRIMERA CUESTION EL DR. JORGE H. NANCLARES, DIJO:

            Los antecedentes de la causa  informan que el  Sr. Jorge Frazzetta, promovió demanda resarcitoria, por la suma de $ 13.455 en concepto de daño emergente, priva-ción de uso y daño moral, acaecidos como consecuencia del robo de su camioneta.-

            Relató que el día 28/07/04, siendo aproximadamente las 19.30 hs. concurrió con su familia en su camioneta, al Hipermercado "Libertad" ubicado en calles San Martín y Rivadavia de Godoy Cruz, dejó estacionado el vehículo y procedió a efectuar las com-pras. Que al salir de dicho salón comercial, constata que su rodado no estaba en el lugar en que lo dejó estacionado, se dirigió al guardia privada y le expresó lo acontecido al igual que a un policía que se encontraba en el lugar  quien dio aviso al comando radioe-léctrico. También dio aviso al gerente de la empresa Sr. Máximo Romero. Formuló la denuncia correspondiente ante la Comisaría 7 de la Policía de Mendoza. El 29/7/04 en-vió carta documento a la demandada notificándole fehacientemente del hecho e impu-tándole responsabilidad, la que fue respondida el 13/8/04 con una negativa general. Nuevamente envió otra carta documento emplazando a la reparación de los daños oca-sionados, a la que la demandada contesta ratificando la anterior.

            En primera instancia se declaró la responsabilidad de la demandada y se admitió  parcialmente  la demanda por la suma de $ 12.105.

            Contra esta sentencia la demandada interpuso recurso de apelación. En su deci-sión el Tribunal de Apelaciones  admitió el recurso deducido y rechazó la demanda.

            Para decidir de esta forma, la Cámara afirmó que los agravios de la demandada debían ser atendidos en la medida que revelan la insuficiencia de prueba que justifique el robo del automotor en el estacionamiento de la demandada. Que en el caso de autos el actor no produjo prueba testimonial, cualquiera sea la causa  del fracaso de esa prueba, no hay registro en el libro de novedades o no está probado  que la haya, no vino a decla-rar el gerente, de modo que aún con criterio flexible en la apreciación de la prueba, no se acreditan los presupuestos mínimos  que conduzcan a establecer la existencia del hecho dañoso que genere responsabilidad.

            Agregó que a los fines de acreditar que el rodado hurtado se encontraba en el estacionamiento, no resulta suficiente la declaración testimonial del asegurado o la de-nuncia penal formulada por éste, ya que nadie puede producir por su mera voluntad prueba oponible a su adversario que lo favorezca.

            Contra la sentencia la recurrente interpuso recursos extraordinarios de Inconsti-tucionalidad y Casación.

            Funda el recurso de inconstitucionalidad, en lo dispuesto en los incisos 1,  3 y 4 del art. 150 del C.P.C., imputa al decisorio impugnado  la omisión de prueba decisiva.

            Sostiene que ante la insuficiencia de prueba que alega la sentenciante, no tiene en cuenta que las testimoniales ofrecidas, no fueron rendidas ante el impedimento cons-tante de la demandada para localizar a sus dependientes. Que la Ley 24.240 impone la carga de la prueba a quien mejor situación tiene para  efectivizarla. En el caso la accio-nada hubiera tenido la oportunidad de acreditar el rompimiento del nexo causal.

            Dice que otra prueba que fue soslayada fue el interrogatorio de absolución de posiciones, donde el actor fue preciso en sus respuestas, sin titubeos y sin dejar lugar a dudas sobre la veracidad  de lo acontecido. Que respecto del libro de registro de nove-dades, el Tribunal no consideró que fue la demandada quien ofreció esa prueba y no la produjo. Tampoco valoró las cartas documentos.

            Critica el decisorio en cuanto considera que el ticket o factura de compra acredi-ta la presencia de la persona en el lugar, pero no puede inferirse otro hecho desconocido,  entiende que prueba un hecho concreto y correctamente denunciado, donde el perjudi-cado actuó como el buen ciudadano y consumidor haciendo todo lo que estaba a su al-cance, contrariamente a la conducta esperada del buen comerciante que se esperaba del accionado. Sostiene que la obligación de emitir ticket es inexcusable del comerciante, recaudo que el cliente no puede cumplir. Por último se agravia de las consideraciones que efectúa la sentencia respecto de la denuncia policial.

            Como fundamento del recurso de Casación invoca los supuestos contenidos en los incisos  1 y 2 del art. 159 del C.P.C..

             Afirma que se ha inaplicado la Ley 24.240 que impone la aplicación del princi-pio in dubio pro consumidor y el principio de responsabilidad objetiva que invierte la carga de la prueba trasladándola a cargo del comerciante cuando los hechos controverti-dos surgen de la relación consumidor-comerciante.

            Sostiene además que el art. 149 del C.P.C. impone obligatoriedad y uniformidad de la doctrina de este Tribunal cuyos precedentes registrados en L.S. 383-185 y 386-160, cita, y que se ha inaplicado el art.1198 del Código Civil.

            SOLUCIÓN AL CASO:

            Por una cuestión metodológica se abordará el tratamiento conjunto de ambos recursos.

            Desde esta óptica corresponde dilucidar en esta instancia si resulta arbitraria o normativamente incorrecta la sentencia de Cámara al considerar que no se encuentra probado el hecho fáctico necesario para que opere la responsabilidad  de la demandada, esto es, que el automotor del actor  fue sustraído de la playa del establecimiento comer-cial. Ello así, desde que  el pronunciamiento impugnado no discute que el establecimien-to comercial responde por el hurto de los automotores estacionados en su playa de esta-cionamiento.

            El Tribunal ya se ha expresado sobre la dificultad probatoria que existe, cuando se trata de acreditar el hecho invocado del estacionamiento del vehículo en la playa del supermercado. En tal sentido ha afirmado que resulta suficiente acreditar hechos condu-centes y relevantes que conformen indicios graves, precisos y concordantes suficientes por sí mismos para presumir que efectivamente el rodado fue sustraído en ese lugar; en otras palabras, los jueces se conforman con una prueba aproximativamente convincente.

            Es preciso reconocer que la prueba del hecho es muy dificultosa, porque se su-pone que quien hurta una cosa no lo hace en presencia de testigos, tal situación  no pue-de ir en desmedro de la víctima. No se  puede exigir prueba diabólica de que dejó el auto en el supermercado. Es suficiente que los elementos probatorios (en el caso indicios y presunciones) permitan reconstruir lógica y sostener verosímilmente el relato de los hechos que fundan el reclamo.

            En función de tales principios se ha considerado probado el hurto a través del siguiente conjunto probatorio:

            1. Tickets de compras realizadas en el supermercado, testimonial del taxista que llevó a la víctima cargada de paquetes, a quien ésta relató que le habían robado la moto; declaración de un vecino que relató que ese día la víctima pasó por su casa en la moto y le pidió que cuidara a su hija pequeña porque debía ir al supermercado; denuncia formu-lada al sector de seguridad del comercio, coincidiendo el día y la hora; omisión del su-permercado de toda actividad administrativa para delimitar qué había pasado con el per-sonal de seguridad tercerizado como res-puesta al telegrama enviado por la víctima (Cám. Nac. Civ. Sala I, 4/11/2004, Doc. Jud. 2005-1-596 y Rev. Respons. Civil y segu-ros, año VII, Febrero 2005, pág. 977);

            2. Testimonial confiable que declara la existencia del automotor y las cosas que estaban en su interior (Cám. Nac. Civ. sala E, 19/4/2005, Doc. Jud. 2005-2-801 y JA 2005-III-235; Cám. 1° CC San Isidro, 30/11/1999, ED 188-492);

            3. Tickets de compra, testimonial, denuncia policial, declaración del agente de policía comisionado en la ocasión no impugnada (Cám. Civ. y Com. 7° de Córdoba, 22/2/2007, reseñado por Estela Allende Pinto, en LexisNexis Córdoba, 2007, n° 8, pág.675).

            Concretamente ha analizado la problemática de los hurtos y/o robos de automo-tores en hipermercados en los siguientes precedentes:

            En L.S. 383–185 (“Libertad S.A”) se analizó el modo como la jurisprudencia afrontaba la dificultad probatoria en este tipo de casos, así se dijo: “…Se presentan di-versas variantes porque la casuística es muy diversa. No obstante, es una regla general-mente aceptada que “resulta suficiente acreditar hechos conducentes y relevantes que conformen indicios graves, precisos y concordantes suficientes por sí mismos para pre-sumir que efectivamente el rodado fue sustraído en ese lugar”; en otras palabras, los jueces se conforman con una prueba “aproximativamente convincente”.  Estas fórmulas han permitido tener por probado el hurto a través del siguiente conjunto probatorio: (a) tickets de compras realizadas en el supermercado, testimonial del taxista que llevó a la víctima cargada de paquetes, a quien ésta relató que le habían robado la moto; declara-ción de un vecino que relató que ese día la víctima pasó por su casa en la moto y le pidió que cuidara a su hija pequeña porque debía ir al supermercado; denuncia formulada al sector de seguridad del comercio, coincidiendo el día y la hora; omisión del su-permercado de toda actividad administrativa para delimitar qué había pasado con el per-sonal de seguridad tercerizado como respuesta al telegrama enviado por la víctima (Cám. Nac. Civ. Sala I, 4/11/2004, Doc. Jud. 2005-1-596 y Rev. Respons. Civil y segu-ros, año VII, Febrero 2005, pág. 977);  (b) testimonial confiable que declara la existencia del automotor y las cosas que estaban en su interior (Cám. Nac. Civ. sala E, 19/4/2005, Doc. Jud. 2005-2-801 y JA 2005-III-235; Cám. 1° CC San Isidro, 30/11/1999, ED 188-492); (c) tickets de compra, testimonial, denuncia policial, declaración del agente de policía comisionado en la ocasión no im-pugnada (Cám. Civ. y Com. 7° de Córdoba, 22/2/2007, reseñado por Estela Allende Pinto, en LexisNexis Córdoba, 2007, n° 8, pág.675).

            En L.S. 386–160  (“Open Mall S.A”) se dijo: “La realidad muestra, que la vícti-ma enfrenta dificultades probatorias para acreditar que su vehículo estaba en la playa de estacionamiento de un complejo comercial, cuando le fue sustraído, ya que, el actor un típico consumidor de bienes muebles (art. 42 C.N.) compra en negocio que extiende un tickets que sale de una máquina, sin logo. Es una regla generalmente aceptada que resul-ta suficiente acreditar hechos conducentes y relevantes que conformen indicios graves, precisos y suficientes por sí mismos para presumir que efectivamente el rodado fue sus-traído en ese lugar Así es prueba: el ticket de compras realizadas; la testimonial del taxista que llevó a la víctima, a quien ésta le relató lo sucedido; la denuncia formulada al sector de seguridad del comercio, coincidiendo el día y la hora; omisión del supermer-cado de toda actividad administrativa para delimitar qué había pasado con el personal de seguridad tercerizado, como respuesta al telegrama enviado por la víctima; la denuncia policial; es decir, una valoración en conjunto de circunstancias que no implica inversión de la carga probatoria ni signos manifiestos de arbitrariedad”.-

            En L.S. 389–240  (“Céspedes Córdoba”) se señaló: “Respecto a la reparación de los daños y perjuicios derivados de un robo de automóvil, producido en la playa de esta-cionamiento de un hipermercado, la dificultad probatoria que presentan estos casos, im-pone que no pueda exigírsele al actor la prueba diabólica de que dejó el auto en la playa del estacionamiento, bastando con acreditar la concordancia de indicios graves, precisos y concordantes para acreditar la existencia del daño causado. En autos el accionante no ha logrado demostrar hechos conducentes que permitan demostrar, aún cuando lo sea a través de indicios, con la connotación de “graves, precisos y concordantes”, por ende, que autoricen a presumir la ocurrencia del robo del automóvil desde la playa de estacio-namiento de la empresa demandada”.

            En L.S. 387–091 (“Carrión”  voto disidente del Dr. Pérez Hualde) dijo: “La cir-cunstancia que la actora sufriera el hecho dañoso dentro del establecimiento de la de-mandada, coloca la cuestión bajo la esfera de la garantía constitucional del art. 42 C.N., que es plenamente operativa, lo que lleva a la necesidad de garantizar a la actora en la relación de consumo, a la protección de salud, seguridad e intereses económicos. La garantía constitucional, encuentra su fundamento en el reconocimiento del derecho humano fundamental a un “nivel de vida adecuado” reconocido en seis tratados interna-cionales incorporados al art. 75 inc. 22 C.N.. No se trata de una mera invocación a la Ley de Protección del Consumidor - 24.240 - sino de una responsabilidad objetiva en cabeza del empresario demandado quien debe asumir la carga probatoria de demostrar que el establecimiento era totalmente ajeno a los hechos ocurridos a esa consumidora dentro del local”.

            En el precedente “Pérez Juan” (L.S 420-146), en el que al igual que en el ocu-rrente la demanda se colocó en la postura de negar la presencia del vehículo en la playa del hipermercado, se entendió que conforme a los postulados de la Ley de Defensa al Consumidor," se ha establecido una responsabilidad objetiva en cabeza del empresario que ha sido reconocida por la jurisprudencia de esta Sala (L.S. 370-201; 387–091) y que.. La traducción práctica de esta garantía es que en el caso que nos ocupa la empresa demandada debía asumir la carga probatoria de demostrar que el establecimiento era totalmente ajeno a los hechos ocurridos al actor-consumidor dentro del local del hiper-mercado….Si controvierte la prueba rendida, debió acompañar prueba que la desvirtua-ra, esa carencia probatoria por parte de la demandada no debe traducirse en el beneficio de la liberación de quien tiene la obligación de garantía de la seguridad hacia quien se encontraba en la relación de consumo dentro de su establecimiento. La interpretación que propicia la Cámara violenta el principio de buena fe y va en contra de lo dispuesto por el art.  3 de la Ley 24.240".

            En el caso “Labarda”  del 29/07/2011, se efectuó la aplicación de estos princi-pios, declarando en definitiva la responsabilidad del hipermercado. Se consideró que si bien no existía prueba directa del hecho de la sustracción, habían indicios suficientes que permitían concluir que la misma ocurrió en la playa del supermercado. Se tuvo en cuen-ta un testimonio que había sido desechado por la Cámara, la denuncia policial efectuada  por el actor y se valoró la conducta seguida por éste con posterioridad: llamó a la poli-cía, efectuó la denuncia, dio de baja al equipo de gas que tenía su auto, intimó a la de-mandada  para obtener la indemnización del daño. También se tomó en cuenta la actitud de la demandada que  nada hizo, se limitó a negar los hechos  y cuestionar la prueba ofrecida por el actor, pero no  ofreció ningún elemento de prueba que permitiera afirmar que el hecho no ocurrió en sus instalaciones.

            En autos, el fallo impugnado concluye en la inexistencia de pruebas suficientes que lleven a la convicción que el auto fue estacionado en la playa del supermercado y que fue sustraído de ese lugar.  Por su parte, la recurrente centra su queja en esta sede, en la errónea valoración de la prueba efectuada por el Tribunal,  la que a su juicio torna a la decisión impugnada en arbitraria.

            Entiendo que asiste razón a la recurrente. En efecto, conforme se sostiene en jurisprudencia que toda vez que las playas de estacionamiento de los hipermercados o centros comerciales implican el ofrecimiento de un servicio extra que sin lugar a dudas tiene como contrapartida algún beneficio adicional para empresas que, como la aquí demandada, ofrecen bienes o servicios a potenciales consumidores, parece razonable concluir, a la luz del principio de la buena fe que impone el art. 1198 , párrafo 1, Código Civil, que aquéllas asumen un deber de custodia y deben responder por los daños que se produzcan a los vehículos allí estacionados o a los bienes que poseen consigo quienes se encuentran en el establecimiento (Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, sala A, 22/5/1996, in re "La Meridional Compañía Argentina de Seguros v. Carrefour Argentina S.A", LL 1997-B-427; Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, sala B, 28/9/1998, "Hernández, Heber P. v. Carrefour Argentina S.A Ver Texto ", LL 1999-B-56; Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de San Isidro, sala 1a, 11/4/2000, "Columbia S.A de Seguros v. Unimarc y/o Hipermarc S.A y otro ", LLBA 2001-165, con nota de Daniel E. Moeremans; JA 2000-III-62; entre varios).

            La sentencia en recurso, si bien no niega en principio la responsabilidad de los supermercados  por los robos o hurtos de rodados que ocurren en  sus playas de estacio-namiento, analiza las pruebas aportadas al proceso de un modo que hace ilusoria esa responsabilidad. Soslaya así que la normativa de consumidores de jerarquía constitucio-nal exige efectuar toda interpretación con un criterio flexible y en favor del consumidor (art. 3 Ley 24.240). Entiendo que esta manda constitucional no se ha cumplido ante la interpretación y valoración de las pruebas que ha efectuado la instancia de grado.

            Conforme surge de las pruebas rendidas en autos, el recurrente acreditó haber estado en el supermercado el día del hecho con el ticket de compra, que ese mismo día efectuó la denuncia policial y que al día siguiente del hecho comunicó a la demandada mediante carta documento el hecho ocurrido como también los datos del expediente penal iniciado. La concordancia de estos elementos es desvirtuada por la sentencia que considera que los únicos elementos de prueba con los que contaba el accionante eran el ticket de compra y la denuncia policial efectuada, los que eran insuficientes para acredi-tar la responsabilidad de la demandada. Con ello omite valorar cuál fue la actitud asumi-da por el hipermercado que se limitó a negar sistemáticamente los hechos invocados por el actor, sin hacerse cargo de la relación de consumo existente, y de las obligaciones que incumben al demandado.

            En supuestos como los de autos, este Tribunal tiene dicho que sobre los super-mercados pesa una obligación de seguridad, la que se traduce en la obligación de des-plegar una conducta determinada para mantener la indemnidad de la persona y de los bienes del co-contratante.  En el caso,  no existe ningún elemento que permita considerar  que el supermercado cumplió realmente con este deber de seguridad. Simplemente se limitó a negar el hecho, afirmando que no le constaba su acaecimiento, sin haber acredi-tado tomar alguna medida para garantizar el cumplimiento de su deber legal y dar  res-puesta a su cliente.

             Ante la imposibilidad del accionante de acreditar en forma directa el hecho del estacionamiento, se advierte que quien tenía más posibilidades de acompañar elementos probatorios para el esclarecimiento era el supermercado, a quien le bastaba con probar haber dado cumplimiento a las obligaciones legales que tiene a su cargo.

            En efecto, el hecho del robo de autos en las playas de los supermercados no es desconocido y lamentablemente cada vez más frecuente, tampoco es la primera vez que llega un caso así a este Tribunal, por tanto, el cumplimiento del deber de seguridad le imponía a la demandada, traer a las actuaciones elementos de prueba que acreditaran fehacientemente el cumplimiento de tal deber. Nada de ello sucedió, no acreditó llevar registro de novedades, o que tenía personal de seguridad. Tampoco probó que realizó un control de ingreso o egreso de vehículos, con lo que podría haber desvirtuado el hecho denunciado, por ejemplo acompañando la grabación de cámara de seguridad.                 

            En casos como el ocurrente no es de dudar, que la víctima, normalmente se en-frenta con dificultades probatorias muy difíciles de sortear, como es el hecho de no po-der demostrar su ingreso a la playa de estacionamiento, en razón de la actitud generali-zada de dichos Centros de Consumo, de no proveer ninguna constancia o tickets demos-trativos del ingreso, con los que se sortearían todas las falencias que existen para la de-mostración del hecho dañoso.

            En definitiva y como conclusión, entiendo, que frente a la actitud asumida por la demandada, los elementos aportados por el accionante  constituyen indicios “graves, precisos y concordantes”, que autorizan a presumir la ocurrencia del robo de su automó-vil en la playa de estacionamiento de la empresa demandada.

            Por las razones  expuestas considero que el fallo recurrido ha efectuado una valo-ración arbitraria de las constancias probatorias incorporadas en la causa, por lo que si mi voto resulte compartido por mis colegas de Sala,  deberán admitirse los recursos de In-constitucionalidad y Casación y revocarse la sentencia de Cámara.-

            Así voto.

            Sobre la misma cuestión los Dres. PEREZ HUALDE y ROMANO, adhieren al voto que antecede.

A LA SEGUNDA CUESTION EL DR. JORGE H. NANCLARES, DIJO:

            Atento al resultado que se arriba en el tratamiento de la primera cuestión, corres-ponde admitir los recursos de Inconstitucionalidad y  Casación deducidos.

            Consecuentemente, debe revocarse el pronunciamiento recurrido y en su lugar efectuar un nuevo análisis de la cuestión propuesta ante el Tribunal de Apelaciones.

            La queja vertida por la demandada en esa instancia se centra en la cuestión de falta de prueba respecto al hecho del estacionamiento del auto del actor en la playa del supermercado.

            Conforme al análisis efectuado en el tratamiento de la primera cuestión, el agra-vio resulta improcedente. Ello así en razón de la existencia en el caso de indicios de en-tidad suficiente y que llevan a tener por acreditada que la sustracción del automotor se realizó en la playa de estacionamiento del establecimiento comercial.

            En efecto, el actor acreditó con el ticket de compra que estuvo en el supermerca-do el día en que ocurrió el hecho, que radicó la denuncia el mismo día de la desaparición del rodado, que inmediatamente notificó a la demandada y luego la intimó a que lo in-demnizara por la pérdida sufrida, que el supermercado se limitó sistemáticamente a ne-gar el hecho.

            He sostenido que en el caso, es de aplicación el principio de responsabilidad objetiva  que implica la existencia de una obligación de seguridad, por la que se le ga-rantiza al consumidor que durante el desarrollo efectivo de la prestación no le será cau-sado ningún daño sobre sus bienes (art. 5 Ley 24.240). El incumplimiento definitivo de ese deber de seguridad hace responsable al proveedor  de los perjuicios ocasionados con fundamento en la garantía como factor objetivo de atribución (Jorge Mosset Iturraspe Javier Wajnatraub "Ley de Defensa del Consmidor. Ley 24.240" pág.236 y sgtes). En el mismo sentido se afirma que quien presta un servicio organizado- como los supermer-cados o centros comerciales- debe hacerlo sin causar daños, o al menos no dar ocasión para que estos se produzcan (Cuiñas Rodríguez Manuel, "De nuevo acerca de la sustrac-ción de vehículos estacionados en playas de establecimientos comerciales y responsabi-lidad sobreviniente”, RCyS 2003-349).-

            La existencia de tal obligación no puede dejarse de lado frente a la mera negativa de los hechos por parte de la demandada, quien  nada acreditó en autos respecto de qué medidas tenía implementadas para dar cumplimiento a ese deber de seguridad. Esa omi-sión, conforme los principios expuestos, debe pesar en su contra.

            Cabe recordar que conforme al art. 53 de la LC, exige al proveedor el deber de aportar al proceso todos los elementos de prueba que obren en su poder y de colaborar para el esclarecimiento de la cuestión debatida en el juicio. Resulta evidente que en el caso de autos la demandada no ha cumplido, en lo más mínimo con este deber, ya que no aportó ningún elemento que permitiera esclarecer la cuestión, adoptando una conduc-ta reticente que vulnera, además de la obligación que la normativa le impone, el princi-pio de las cargas dinámicas de las pruebas, receptado por este Tribunal en diversos pro-nunciamientos (L.S. 384-156).-

            A mayor abundamiento se señala que, conforme con ese deber de seguridad, la Ley  Provincial  N° 7492, publicada en el Boletín Oficial del día 17/3/2006,  establece:       Artículo 1º - "Establécese la obligación de emitir ticket o comprobante de ingre-so por parte del administrador de las playas de estacionamiento, a todo vehículo que haga uso de las respectivas instalaciones". Por su parte el Artículo 2º señala que: -"Quedan incluidos en lo dispuesto en el Artículo 1: a) Los establecimientos que presten servicios de estacionamiento de vehículos automotores, ya sea por hora o por la modali-dad de estadía. b) Las playas de estacionamiento gratuito, pertenecientes a supermerca-dos o hipercentros de compras". Finalmente el Artículo 3º expresa: "El responsable del estacionamiento deberá, en el ticket o comprobante, insertar en forma mecánica, magné-tica, manual, o mediante el uso de computadoras y/u otros sistemas similares, el ingreso y egreso del vehículo, con el dato del dominio y del titular o poseedor del mismo".

            El texto de la ley es claro respecto de la exigencia de emitir tickets, que com-prende tanto a los establecimientos que se dediquen  a prestar servicios de estaciona-miento en forma onerosa, como a los que realizan esta actividad en forma gratuita, y abarca expresamente a los supermercados y centros de compra.

            En los fundamentos de la norma se expresa el constante aumento en robos de vehículos en la Provincia.  Que una de las modalidades utilizada por los delincuentes es hacerse  pasar por los verdaderos dueños  y aprovechar la distracción  y falta de control para salir muy tranquilos con rodados ajenos, en las playas de estacionamiento o lugares de guarda que no entregan ticket de ingreso. La ley surge entonces como modo de dar respuesta a este aspecto que la inseguridad plantea  y llevar "alguna cuota de tranquili-dad a los habitantes" (Diario de Sesiones H.Cámara de Diputados 2° sesión de Tablas, noviembre 3 del 2004).

            Conforme con el texto de la ley, resulta obligatoria la entrega de ticket por parte del supermercado, como modo de control del ingreso y egreso de vehículos. Se advierte entonces que a partir de la vigencia de la ley, la emisión del ticket resulta ser la prueba por excelencia del hecho del estacionamiento.

            Si bien en autos al momento del hecho, no se encontraba vigente la Ley 7492, tal circunstancia no es óbice para responsabilizar al supermercado con fundamento en la existencia de un deber de seguridad y custodia con fundamento normativo en el art. 1198 del Código Civil y en la Ley 24.240).-

            Las razones expuestas, me convencen de la existencia de responsabilidad de la demandada por la sustracción del auto, con lo que surge la obligación de indemnizar el daño causado.

            Al respecto, entiendo que deberá confirmarse el monto otorgado por la sentencia de primera instancia, dado que no ha sido objeto de agravio suficiente en la instancia de grado.

            Por ello, corresponde admitir los recursos de Inconstitucionalidad y Casación deducidos en autos, desestimar el recurso de apelación planteado a fs. 202 por la de-mandada y confirmar la sentencia de primera instancia.

            Así voto.

            Sobre la misma cuestión los Dres. PEREZ HUALDE y ROMANO, adhieren al voto que antecede.

A LA TERCERA CUESTION EL DR. JORGE H. NANCLARES, DIJO:

            Atento al resultado al que se arriba en el tratamiento de la cuestión anterior co-rresponde imponer las costas de los recursos de Inconstitucionalidad y Casación a la recurrida vencida (Arts. 35 y 36 C.P.C.).

            Así voto.

            Sobre la misma cuestión los Dres. PEREZ HUALDE y ROMANO, adhieren al voto que antecede.

            Con lo que terminó el acto, procediéndose a dictar la sentencia que a continua-ción se inserta:

            S E N T E N C I A :

            Mendoza, 27 de julio de 2.012.-

            Y VISTOS:

            Por el mérito que resulta del acuerdo precedente, la Sala Primera de la Excma. Suprema Corte de Justicia, fallando en definitiva,

            R E S U E L V E :

            I. Hacer lugar a los recursos extraordinarios de Inconstitucionalidad y Casación interpuestos a fs. 6/16 vta. contra la  sentencia  de fs. 236/237 del expediente Nº 119.038/43.337, caratulado: “FRAZZETA JORGE ANTONIO C/LIBERTAD S.A. p/ORD.", dictada por la Primera Cámara Civil, Comercial, Minas,  Paz y Tributario de la Primera Circunscripción, la que se revoca. En consecuencia, la parte resolutiva  de la sentencia de Cámara queda redactada del siguiente modo:

                        "I)-Desestimar el recurso de apelación deducido a fs. 202 contra la sen-tencia obrante a fs. 189/193, la que se confirma".

                        "II) Imponer las costas de Alzada a la recurrente".

                        "III) Regular los honorarios profesionales  de los Dres. Mario MON-TALDI, en la suma de pesos NOVECIENTOS SESENTA   ($ 960); Federico SARCI-NELLA, en la suma de pesos SEISCIENTOS SETENTA Y DOS  ($ 672) y Diego CARBONELL,  en la suma de pesos DOSCIENTOS DOS  ($ 202)  (arts. 15 y 31 L.A.)".

            II.  Imponer las costas de los recursos extraordinarios de Inconstitucionalidad y Casación  a la recurrida vencida (arts. 35 y 36 del C.P.C.).

            III.  Regular los honorarios profesionales devengados en esta instancia  por am-bos recursos del siguiente modo: Dr. Mario MONTALDI, en la suma de pesos MIL NOVECIENTOS VEINTE ($ 1.920); Marcelo D. MORETTI, en la suma de pesos SEISCIENTOS SETENTA Y DOS  ($ 672); Vicente O. FERRARA, en la suma de pe-sos DOSCIENTOS DOS  ($ 202); María Ignacia LLANOS, en la suma de pesos SEIS-CIENTOS SETENTA Y DOS  ($ 672) y Diego CARBONELL, en la suma de pesos DOSCIENTOS DOS ($ 202) (Arts. 13,  15,  y 31 Ley 3641-Mod. Dec. Ley 1304/75).-

            V. Líbrese cheque a la orden del recurrente por la suma de pesos DOSCIENTOS SESENTA Y NUEVE CON DIEZ CENTAVOS ($ 269,10), con imputación a la boleta de depósito obrante a fs. 4.-

            Notifíquese.
ng
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